Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:08). 


—Tenemos un único punto para considerar, que refiere a la enajenación de padrones ubicados 
en el predio frente a la rambla costanera sur de Montevideo, conocido como «Predio Mauá», para la 
posible construcción de la terminal fluvio marítima. 


En primer lugar, recibiremos a una delegación de la Asociación Sindical de Cooperativistas y 
Obreros del Transporte y luego consideraremos el único punto del orden del día. 


SEÑOR CARÁMBULA.- ¿Me permite, señor presidente? Dado que la senadora Topolansky era la 
vicepresidenta de la comisión, proponemos al senador Charles Carrera para que ocupe ese puesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota). 
—4 en 5. Afirmativa. 


SEÑORA AYALA.- Quiero dejar constancia de que tanto el senador Carámbula como quien habla 
deberemos retirarnos poco antes de las 15 horas, ya que tenemos que asistir a otras reuniones. Pido 
las disculpas del caso, pero quería avisar antes porque quizás nos retiremos en medio de la reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero, entonces, que luego de terminada la audiencia demos por finalizada 
la sesión de esta jornada, manteniendo el orden del día para la sesión del próximo miércoles. 


SEÑORA AYALA.- Eso lo podemos analizar después, porque si nos diera el tiempo, podríamos 
considerar el siguiente punto, lo que sería mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. Vemos entonces cuánto dura la entrevista. 


(Ingresa a sala un representante de la Asociación Sindical de Cooperativistas y Obreros del 
Transporte). 


—La Comisión de Transporte y Obras Públicas le da la bienvenida al señor Miguel Marrero, 
representante de la Asociación Sindical de Cooperativistas y Obreros del Transporte. 


SEÑOR MARRERO.- Buenas tardes. Ante todo, quiero decir que la delegación quedó reducida a mi 
persona, pues otros compañeros que pensaban venir no pudieron hacerlo. 


Básicamente, en este momento tenemos tres preocupaciones que fueron los temas por los 
cuales solicitamos la audiencia. En primer lugar, estamos ante un problema derivado de la situación del 
cierre de la cooperativa Raincoop. 


Como los señores senadores recordarán, Raincoop cerró el 1.* de junio del año pasado. La 
cooperativa tenía aproximadamente seiscientos trabajadores en ese momento, quienes, junto a las 
líneas, fueron distribuidos en tres empresas: Cutcsa, Ucot y Coetc. Los compañeros asignados a las 
empresas ya están trabajando en dos de las tres empresas. Hay tres compañeros que están con 
problemas de salud, por eso no han empezado todavía. En este aspecto, no tenemos inconvenientes. 


Sin embargo, ha quedado una bolsa de trabajo que está conformada por aproximadamente 
sesenta personas, de las cuales algunas han ido ingresando en las empresas para cubrir lugares que 
quedaron vacantes. En este momento, con el conjunto de los compañeros que ya están trabajando, 
nos quedan 21 personas que no tienen posibilidad laboral alguna. 


Por lo expuesto, les reclamamos a los organismos reguladores —específicamente a la 
Intendencia de Montevideo, que es el principal organismo regulador del transporte del departamento— 
que efectúen alguna propuesta para que esas personas, que son jóvenes en edad laboral, puedan 
ingresar a trabajar en alguna de las empresas o en otra ubicación que les permita seguir adelante con 
su vida laboral. 


En los dieciséis meses que pasaron, no hemos tenido ninguna propuesta por parte de los 
organismos del Estado. Ha habido rumores e intenciones de algunas personas, pero ni una sola 
propuesta concreta. 


Hace dos meses elevamos una propuesta a la Intendencia de Montevideo, que tenía dos 
partes: por un lado, la posibilidad de constituir, con apoyo de la Intendencia y del Fondes, una 
cooperativa de taxímetros que permitiera dar trabajo a las personas que tienen libreta profesional de 
conducir y, por tanto, pueden trabajar en un taxi. Por otro lado, la posibilidad de ampliar los permisos a 
las empresas permisarias de transporte. Es decir, que cada empresa además de llevarse permisos, se 
lleve alguno de los compañeros, en la misma proporción que ingresaron. Concretamente, pedimos 
cuatro permisos más. Había algunas empresas que estaban interesadas en tomarlos, pero la 
Intendencia rechazó la posibilidad. 


Con respecto al tema de los taxímetros, la Intendencia habilita la creación de la cooperativa, 
pero nada más. Por lo tanto, los compañeros tienen que empezar un estudio de viabilidad para ver si 
en un momento tan difícil en lo que refiere a la situación del taxi, no estarían creándose un nuevo 
problema en lugar de encontrar una solución. Digo esto porque ellos deberían hacerse cargo de la 
compra de los autos, de las chapas y del equipamiento necesario para salir a trabajar, lo que supone 
aproximadamente USD 190.000. Esa sería la carga para las diez personas que constituirían esa 
cooperativa. 


El segundo problema que nos afecta tiene que ver con que la Intendencia de Montevideo está 
proponiendo una reestructura del transporte, básicamente para contener el precio del boleto, y su 
medida esencial consiste en bajar a 1.800 trabajadores del sistema en los próximos años. En un primer 
momento se habló de siete años, de acuerdo con la posible edad de retiro de los trabajadores, pero 
después nos dijeron que el plazo sería menor, aunque no sabemos cuánto. Nosotros estamos 
dispuestos a discutir y vamos a todos los ámbitos de negociación que ellos habilitan, pero a lo largo de 
todo este año no hemos logrado ningún avance. Se sigue diciendo que hay que bajar trabajadores del 
sistema, pero nosotros no estamos dispuestos a discutir en esas condiciones que suponen pérdida de 
puestos de trabajo, de salarios y unas cuantas conquistas laborales que hemos logrado los 
trabajadores en todo este tiempo. 


Además, se apuesta también a la reducción de las horas de servicio, es decir, de horas de los 
ómnibus en la calle y entendemos que, lejos de mejorar el transporte, esa medida complica y retrae el 
servicio, particularmente a las líneas menos rentables. Seguramente eso afectará a la población de los 
barrios más alejados de la ciudad, sobre todo en horas de la noche que es cuando lógicamente hay 
menos pasaje a bordo de las unidades. 


Hay un tercer problema que venimos a plantear y está relacionado con la discriminación de la 
que, una vez más, son víctimas las cooperativas de transporte y, por lo tanto, sus trabajadores, a 
quienes representamos, ante las sociedades anónimas. Esto se debe a diferentes motivos, pero 
básicamente a los aspectos tributarios. La novedad ahora —lo hemos anunciado muchas veces a lo 
largo de los años— es que la Intendencia de Montevideo solicitó al estudio Ferrere la realización de un 
trabajo que midiera esa discriminación. El estudio está hecho, comprueba lo que hemos dicho durante 
tanto tiempo y ahora estamos esperando para saber cuáles serán las medidas que adoptará la 
Intendencia para subsanar el tema. Reitero que se ha reconocido el problema, está medido y 


cuantificado, y ahora queremos saber cuáles son las medidas que van a adoptar. Hace un año que se 
realizó ese estudio, nos lo dio la Intendencia, pero no hay ningún tipo de medidas en ese sentido. 


Todas estas problemáticas coinciden en este momento y afectan gravemente a los 
trabajadores. Tal vez se hayan enterado por la prensa de que en el día de mañana llevaremos a cabo 
una medida de paro con movilización en la Intendencia de Montevideo. Por supuesto que la 
Intendencia no es la primera ni la única en tener culpas, pero sin duda tiene la mayor responsabilidad 
en estos temas, porque es el regulador fundamental del transporte de Montevideo. Además, tampoco 
se tiene en cuenta que, entre otras cosas, hemos reclamado permanentemente la necesidad de 
estudiar el transporte desde el punto de vista metropolitano y no solo montevideano, dado que —como 
todos sabemos— hay centenares de miles de uruguayos que viven cerca de Montevideo y viajan 
diariamente a trabajar, pero las condiciones en que se encuentra el transporte y el hecho de no haber 
tomado algunas decisiones que consideramos muy importantes afectan su derecho a la movilidad. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me gustaría que se agregaran algunos elementos, aunque tal vez se 
mencionaron al pasar y no me quedaron claros. 


En los acuerdos previos, ¿se estableció alguna fecha para dar solución a estos temas? 
¿Existe algún plan en ese sentido? 


Con respecto a los trabajadores que todavía se encuentran en la bolsa de trabajo, ¿qué 
tareas realizaban en la compañía? 


SEÑOR MARRERO.- Básicamente, el plan era que cuando se cumplieran los 16 meses de seguro de 
paro —que vencieron el 30 de setiembre-— todos los trabajadores estuvieran trabajando en alguna de las 
empresas o en alguna otra empresa que colaborara tomando gente, pero eso no pasó. Hubo una 
propuesta de Copsa y parecía que iba a colaborar, pero finalmente no fue así. La idea era que se 
llevara trece trabajadores, pero al final fueron dos o tres, por fuera de los acuerdos, simplemente 
porque tenían algún conocido. 


Los compañeros en general son personas jóvenes, entre 30 y 40 años, algunos de 50, lejos 
de la edad de jubilación y hacían todas las tareas. Hay algunos que son mecánicos, otros que son 
guardas, por lo tanto, a veces ni siquiera tienen libreta de conducir amateur, lo que les dificulta la 
reinserción en algunas empresas. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Hay algún documento suscripto, firmado, al que podamos recurrir? 


SEÑOR MARRERO.- No los traje, pero por supuesto le podemos hacer llegar tanto el documento, 
como el acta de cierre de Raincoop. Todos los documentos se están trabajando en un gran acuerdo 
que se hizo en la Dinatra; se trata de una comisión de seguimiento de los acuerdos de Raincoop que 
integra la Intendencia de Montevideo, los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Transporte y 
Obras Públicas, las empresas permisarias, que tomaron gente y líneas, y la Unott. En algún momento 
lo integró la Junta Departamental de Montevideo, pero ya hace mucho tiempo que no participa. 
También les puedo hacer llegar por correo electrónico el documento del estudio Ferrere al que nos 
referíamos, respecto a la desigualdad de las sociedades anónimas con las cooperativas. 


SEÑOR PINTADO.- Como lo planteado tiene mucho que ver con la Intendencia de Montevideo, me 
gustaría saber si ya tuvieron una reunión con la comisión respectiva de la Junta Departamental, porque 
me parece que tiene más jurisdicción que nosotros en este asunto. 


SEÑOR MARRERO.- Sí, hemos transitado todos los ámbitos que nos parece que tienen que ver con el 
tema, incluso hemos pedido reuniones con la Junta Departamental, la comisión de transporte, el pleno 
de la junta y las comisiones de la Intendencia relacionadas al tema. Hace aproximadamente un año, la 
Intendencia nombró un consejo consultivo que también integramos. Hemos planteado esta 
problemática, pero como decíamos, hay un ámbito de diálogo que es formal, pero en los hechos no 
hemos avanzado absolutamente nada. Hemos tenido reuniones con algunos grupos políticos en 
particular, en las que se ha intentado ayudar o explicar con profundidad toda esta situación. También lo 


hemos hecho en distintas comisiones de la Cámara de Representantes. Hemos tratado de hacer ver la 
problemática y en algunos ámbitos nos han dicho, por ejemplo, que de 600 trabajadores, 580 han 
encontrado solución, ya sea porque están trabajando o porque se han jubilado. Reconocemos que es 
así y que han cerrado otras empresas cuyos trabajadores, lamentablemente, no han tenido esa 
posibilidad. Sin embargo, seguimos insistiendo en que estas 21 personas tienen derecho a tener una 
oportunidad laboral y hay acuerdos en ese sentido, hay compromiso de los diferentes organismos del 
Estado, particularmente de la Intendencia de Montevideo y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y queremos que se cumplan. Se trata de 21 familias que están sin trabajo; el 30 de setiembre se les 
terminó el seguro de paro y estamos buscando por todos los medios la posibilidad de una nueva 
extensión del beneficio y aunque aún no lo hemos concretado, seguramente lo vamos a lograr. Se 
imaginan, señores senadores, la situación en la que se encuentran esas personas que no saben qué 
va a pasar con ellos. Algunos buscan alguna changa, algún trabajo informal para poder sobrevivir, pero 
están esperando que aparezca esa oportunidad que tanto merecen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Miguel Marrero y solicitamos que envíe 
la documentación que ofreció y la que solicitó el señor senador Lacalle Pou. 


SEÑOR MARRERO.- Muchas gracias, con mucho gusto enviaré la información. 


(Se retira de sala el representante de la Asociación Sindical de Cooperativistas y Obreros del 
Transporte). 


SEÑOR PRESIDENTE.- El único punto del orden del día es el proyecto de ley que la comisión aprobó 
y envió al plenario y que fue devuelto por este a la comisión dada la discusión que surgió en aquel 
ámbito y el hecho de que ese mismo día se remitieron ciertas informaciones que habían sido 
solicitadas. Básicamente, se trata de información sobre la Dirección Nacional de Topografía y la 
Dirección Nacional de Hidrografía que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas envió a través de 
una nota firmada por el señor ministro. Aclaro que ya fue enviada a los señores senadores por correo 
electrónico. 


SEÑOR PINTADO.- Nosotros solo queríamos que se formalizara la llegada de la información 
requerida, cosa que ocurrió. Estamos en condiciones de votarlo, más allá de que, en lo personal, 
tendría que hacer un repaso dado que mis asesores tenían alguna modificación —-muy pequeña-— del 
artículo 6.2. De todos modos, como no la tengo presente ahora, no la voy a plantear. Simplemente 
propongo que votemos y que después lo modifiquemos en sala si es necesario. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Solicito que se dé lectura al artículo 6.”. 


SEÑORA AYALA.- El artículo 6. era un anexo que la comisión había introducido. No había venido así 
del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El texto expresa lo siguiente: «La enajenación a que refiere el artículo 1.* solo 
podrá celebrarse bajo la condición resolutoria del cumplimiento de las obras objeto de la licitación 
pública dentro del plazo que se indique en el pliego licitatorio o el contrato en que se estipule, 
resolviéndose de pleno derecho la enajenación en caso de incumplimiento y retornando al Estado la 
propiedad de los inmuebles sin necesidad de intimación o requisitoria administrativa o judicial alguna». 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor presidente: sé que la información que se había requerido en comisión 
llegó al Senado. Me gustaría que la Secretaría nos repartiera impreso el material o que se lo leyera. Fui 
yo quien había solicitado la información adicional, pero cuando este tema se trató en comisión estaba 
de licencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que el Ministerio envió esta información dos veces: dos días 
antes del plenario, por mail —como suele suceder en estos casos— a la Secretaría, que lo escaneó y 
repartió oportunamente, y el mismo día del plenario, por lo que fue ingresado formalmente por 
Secretaría del Senado en el orden del día en el que iba a tratarse el informe enviado por la comisión. 
Eso también originó, en su momento —aclaro que yo no estaba ejerciendo la presidencia de la 


comisión—, que los senadores que no integran la comisión solicitaran más tiempo para poder leer el 
contenido de la información. 


SEÑOR PINTADO.- Más allá de que se va a contar con el documento, a fin de que quede constancia 
en la versión taquigráfica quiero dar respuesta a la oportuna pregunta acerca de cuánto podrían valer 
los terrenos y cuál sería la magnitud de la inversión que se pretende realizar. El informe del ingeniero 
agrimensor Jorge Franco —que es el director de la Dirección Nacional de Topografía— plantea un valor 
aproximado de los terrenos de USD 10:525.000, si se los pusiera en venta. En cuanto a la estimación 
preliminar de las obras, tenemos: USD 90:000.000 por las obras de abrigo, es decir, la construcción de 
escolleras de 1.300 metros, USD 20:000.000 por los muros de ribera y rellenos, con una longitud 
prevista —con forma de frente de atraque— de 400 metros, y USD 10:000.000 para pavimentos. La 
estimación preliminar que hace —en base a la escasa información disponible— del costo en la 
infraestructura —porque acá no están los costos de dragado- es de entre USD 100:000.000 y 
USD 150:000.000, que no incluyen las obras edilicias ni el acondicionamiento de las terrestres 
existentes. Esto quiere decir, según puedo entender, que no incluye las obras edilicias para el uso 
portuario, porque lo otro no debería estar incluido en este costo. Esto da cuenta, a grandes rasgos, de 
la información remitida. 


SEÑOR LACALLE POU.- Según se me informó, el día de la discusión no solo estaba planteado este 
tema sobre el que se estaba esperando la respuesta, sino que algún partido político hizo un planteo 
oponiéndose a esta enajenación y planteando reparos en varios sentidos. Me gustaría saber si ese día 
en sala se recibió un planteo de un comodato o concesión o simplemente se planteó no estar de 
acuerdo con esta enajenación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal no puedo contestar la pregunta porque no estaba ejerciendo la 
presidencia ese día, pero seguramente se refiere al senador del Partido Colorado que en la comisión 
también planteó su oposición a este proyecto por razones que fundamentó oportunamente. 


SEÑOR PINTADO.- Para ser justos, habría que remitirse a la versión taquigráfica correspondiente, 
pero contrapropuestas de comodato o concesión no hubo. Sí hubo un cuestionamiento a la persona 
titular de la iniciativa privada que, tal como lo establece la ley, es pública. Es más, en el debate se dijo 
en qué período de gobierno se había votado la ley de iniciativa privada. 


Por lo tanto, no sé si ello representa a todos los partidos —no lo tengo claro— pero, a pedido 
del Partido Nacional, entendimos necesario que el proyecto de ley volviera a comisión para formalizar 
bien esta información que se requería y ver si existía contrapropuesta en ese sentido que, 
sinceramente, no la hubo. 


Más allá de que uno puede votar la iniciativa con mayor o menor entusiasmo, lo cierto es que 
esta es una inversión que, cumplidas las condiciones que establecimos en la ley y con las variantes 
que hemos votado, se adecua a las necesidades del país, sobre todo, teniendo en cuenta que no 
contamos con recursos propios. 


Insisto: lo consagrado en el artículo 6.* es una garantía y, desde mi humilde punto de vista, 
pone a resguardo algunas objeciones que se plantearon —incluso por parte de algún legislador del 
Partido Colorado— y fueron de recibo por toda la comisión. Consideramos que se han cumplido todos 
los requisitos; ahora bien, cuánto quiere uno a determinadas personas, no lo podemos resolver. 


SEÑOR CARRERA.- ¿Me permite, señor presidente? Ante todo, quiero decir que me estoy sumando al 
grupo de trabajo, con todo respeto y cariño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Bienvenido, señor senador. 


SEÑOR CARRERA.- Gracias, señor presidente. Luego de analizar el tema desde el punto de vista 
jurídico, concluimos que es legal y que el Estado lo puede hacer. 


Consideramos que la propuesta del artículo 6. da garantías al Estado porque, de no 
concretarse la obra, el bien retornará a él, lo cual es importante. 


Como hombre del interior que soy y amante de la rambla y de esta zona de Mauá, cerca de la 
Ciudad Vieja —-todo ese recorrido que es maravilloso—, creo que esta será una obra muy importante que 
permitirá recuperar todo un espacio que necesita esta inversión. De ahí, pues, que sea importante 
llevarla a cabo. A su vez, realmente considero que están dados todos los resguardos jurídicos, de 
modo que desde ese punto de vista es posible y viable realizarla. 


Sería muy importante que este proyecto de ley saliera adelante porque los vecinos de la zona 
se verían muy beneficiados, ya que se mejoraría la seguridad, la iluminación y el transporte, otorgando 
accesibilidad a toda esa zona. 


Es cuanto quería expresar, señor presidente. 
SEÑOR PINTADO.- Propongo que se vote el proyecto de ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Corresponde designar miembro informante. 
SEÑOR PINTADO.- Propongo al señor senador Carrera. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota). 

5 en 6. Afirmativa. 

No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 14:39). 


Linea del vie de náaina 
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